ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA – Daños derivados de violación de derechos humanos / DAÑOS DERIVADOS DE VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS - Por incursión guerrillera / ATAQUE GUERRILLERO - De grupo subversivo dirigido contra estación de Policía en municipio de Cravo Norte Arauca / INCURSIÓN GUERRILLERA - Acto terrorista / ACTO TERRORISTA - Provocó la destrucción parcial y total de bienes inmuebles de hogar y residencia, establecimientos de comercio, y muebles y enceres de uso privado / DAÑO ANTIJURÍDICO - Destrucción parcial y total de bienes muebles e inmuebles con ocasión de acto terrorista / INCURSIÓN GUERRILLERA - Responsabilidad por hechos de terceros en el marco del conflicto armado interno colombiano

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 15 de noviembre de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, con miras a determinar los daños materiales causados a los actores en una vivienda de su propiedad, a raíz de las tomas guerrilleras de que fuera objeto la población de Cravo Norte, los días 13 de abril de 1998, 19 de abril y 8 de julio de 1999 y, así mismo, establecer la procedencia de los perjuicios morales solicitados en la demanda.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA POLICÍA NACIONAL - Existente por daños ocasionados a bienes de la víctima producto de actos terroristas con ocasión de incursión guerrillera / ACTOS TERRORISTAS - Dirigidos contra una institución del Estado con ocasión del conflicto armado interno 
Está demostrado que los permanentes ataques contra la población y las medidas adoptadas para contrarrestarlos, generaron en los vecinos del lugar condiciones de riesgo que explican el hecho de que los habitantes hubieran abandonado los inmuebles ubicados en cercanías de la estación de policía. (…) Establecida la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, mediante decisión solo apelada por la parte actora, la Sala entrará a analizar los argumentos de la alzada, relativos a la indemnización de perjuicios materiales y morales denegados por el a quo.

DAÑO MORAL POR PÉRDIDA O DAÑO DE BIENES INMUEBLES - Su reconocimiento dependerá de las pruebas que acrediten su existencia y magnitud / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MORALES - Se reconoce más que por la pérdida material del inmueble, por el desplazamiento de las víctimas
En la demanda se solicita el pago de una suma de dinero equivalente a un mil (1000) gramos oro, a favor de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón y sus hijas Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán. Al respecto, la jurisprudencia de la Sala ha considerado que se trata de un daño susceptible de reparación, en la medida en que resulte plenamente acreditado. (…) Además de que en la jurisprudencia se admite la indemnización de daños morales por la pérdida de bienes materiales, lo cierto es que, en este caso, más que por la pérdida material del inmueble en sí mismo considerado, el dolor moral tuvo que ver con el desarraigo al que se vieron enfrentados, por haber tenido que abandonar lo que hasta entonces habría sido su hogar. (…) La Sala accederá al reconocimiento de la indemnización por el dolor moral que sufrieron las demandantes, quienes acreditaron que residían en el municipio de Cravo Norte, donde tenían su domicilio y local comercial, y se vieron forzados a emigrar de ese lugar al municipio de Arauca, como consecuencia de los recurrentes enfrentamientos armados que se originaban en inmediaciones de su residencia, por los ataques a la estación de policía por parte de grupos subversivos y en razón de las medidas adoptadas por los miembros de la policía que prestaban sus servicios en esa estación, con el fin de hacer frente a esos ataques. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la indemnización de perjuicios por daños moral causado por la avería o pérdida de bienes materiales, consultar sentencias 24 de septiembre de 1987, Exp. 4039. CP. Jorge Valencia Arango
PERJUICIOS MATERIALES – Daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Destrucción de bienes inmuebles en incursión guerrillera / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE - Se condena conforme al monto acreditado mediante dictamen pericial practicado en el proceso / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE - Su liquidación debe tener en cuenta descuento de los subsidios asignados por el Instituto de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana
En relación con el daño emergente, (…) la Sala concluye que la residencia de la señora Beltrán Gallón estaba en condiciones de habitarse, previa la realización de las reparaciones locativas a que había lugar, de conformidad con el dictamen pericial practicado en el proceso. Por tanto, acreditados
 los daños causados a la estructura física del inmueble, plenamente identificados y valorados en abril de 2002 por los peritos designados en el proceso, por la suma de $5 731 289, se deberá restar el valor otorgado a la actora por el INURBE, por la suma de $6 876 413, por concepto de subsidio familiar de vivienda, tal y como lo realizó el a quo en la sentencia impugnada.

PERJUICIOS MATERIALES POR DAÑO EMERGENTE - Por pérdida de muebles y enceres de las viviendas destruidas al momento de la incursión guerrillera / PERJUICIOS MATERIALES POR DAÑO EMERGENTE - No procede al no acreditarse en debida forma

En relación con los perjuicios sufridos en razón de la pérdida de muebles y enseres, la Sala no reconocerá responsabilidad, como quiera que no fue demostrada la causación del daño. Efectivamente, los expertos señalaron que no fue posible realizar la valoración, como quiera que “no se encontraron pruebas materiales de la existencia de los mismos, ni pruebas tangibles que probaran la afectación a algún bien mueble”. 

PERJUICIOS MATERIALES – Lucro cesante / LUCRO CESANTE - Por lo dejado de percibir por destrucción de establecimientos de comercio / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - No es posible negar su procedencia cuando no es posible determinar su cuantía / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - Se liquida por el salario mínimo legal vigente al no determinarse la cuantía de los ingresos percibidos / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - Se multiplicara por seis meses lapso presunto de recuperación de actividad comercial
Sobre el lucro cesante, (…)  la Sala encuentra que la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón no acreditó que poseía un establecimiento en el que ejercía actividad comercial, aunado a que el local ubicado en el inmueble de su propiedad, al igual que éste, sufrió daños considerables, (…) sin que se tenga certeza sobre el monto al que ascendían las ganancias por la explotación económica de ese negocio, razón por la cual y acudiendo a razones de equidad se presume que por lo menos recibía por su actividad el salario legal mínimo, es decir $566 700, suma que se incrementará en un 25%, por prestaciones sociales, para un monto de $708 375, la cual se reconocerá por el término de seis (6) meses tiempo que se estima como prudencial para que el demandante retomara el ejercicio de una actividad económica. NOTA DE RELATORÍA: SOBRE LA Liquidación del lucro cesante en los eventos en los que se está ante falta de prueba sobre su cuantía, consultar sentencia de 21 de marzo de 2012, Exp. 21473, CP. Ruth Stella Correa Palacio.
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Radicación número: 07001-23-31-000-2001-01272-01(24504)

Actor: GLORIA PAULINA BELTRÁN GALLÓN Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL - POLICÍA NACIONAL
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora
 contra la sentencia de 15 de noviembre de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca. En el fallo se dispuso:

Primero.- Exonerar de responsabilidad a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional.

Segundo.- Declarar administrativamente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por los daños ocasionados en la vivienda de propiedad de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón, como consecuencia de las incursiones guerrilleras a la población de Cravo Norte durante los días 19 de abril, 8 de julio de 1999 y 16 de enero de 2000, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este fallo.

Tercero.- Condenar a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional al pago de la suma de CINCO MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y NUEVE PESOS ($5.731.289), suma a la que se deberá descontar el subsidio para vivienda por actos terroristas por valor de SEIS MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS TRECE PESOS ($6.876.413), otorgado por el INURBE a la demandante, mediante Resolución No. 0236 de mayo 08 de 2001.

Conforme a lo anterior, se declara que existe compensación entre lo que debía pagar la entidad pública declarada administrativamente responsable y lo que recibió la demandante como subsidio por atentados terroristas por parte del Estado.

Cuarto.- Denegar las demás pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en la parte motiva.

Quinto.- Dese cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 del C.C.A.
I. ANTECEDENTES

1.1  Síntesis del caso

El 6 de diciembre de 2000, las señoras Gloria Paulina Beltrán Gallón, Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán presentaron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa en contra de La Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional-Policía Nacional, con el objeto de que se declare su responsabilidad por los perjuicios causados con la destrucción parcial de una vivienda de propiedad de la primera de las nombradas, a raíz de las tomas guerrilleras de que fuera objeto la población de Cravo Norte, los días 13 de abril de 1998, 19 de abril y 8 de julio de 1999.

La parte actora sostiene que i) la señora Gloria Paulina Beltrán y sus hijas
 residían en un inmueble ubicado en la calle 2ª número 6-26 del mencionado municipio, en cercanías de la estación de policía; ii) los días 13 de abril de 1998, 19 de abril de 1999, 8 de julio de 1999 y 16 de enero de 2000, la población de Cravo Norte fue atacada por un grupo de guerrilleros pertenecientes a las FARC y al ELN, quienes concentraron sus ataques en contra del comando de policía, para lo cual utilizaron armas de largo alcance y cilindros de gas. Agrega que los días 11 de junio, 16 y 17 de noviembre y 13 de diciembre de 1999 se produjeron otros hostigamientos en contra de la estación; (iii) los uniformados respondieron a los ataques de la subversión y luego recibieron ayuda del Ejército Nacional, que desde el aire les prestó apoyo, con aviones y helicópteros artillados y iv) como consecuencia de esos enfrentamientos resultó parcialmente destruida la vivienda de la actora, entre otros inmuebles cercanos al comando, sin posibilidad de adelantar su reconstrucción y poderla habitar, porque, en razón de las continuas incursiones guerrilleras, el municipio se convirtió en zona de guerra. 
Refieren los actores que el local comercial construido en el mismo inmueble también fue destruido y sostienen que, después de la tercera incursión, los agentes de policía construyeron improvisadas barricadas en las vías públicas adyacentes a la estación e instalaron cargas explosivas, a la vez que sus propietarios, atemorizados, debieron abandonar.

Según la demanda la Nación es responsable a título de daño especial, pues si bien la defensa de los agentes de policía y el apoyo brindado por los miembros del Ejército constituyeron actividades legítimas, causaron perjuicios a las demandantes, que no tenían el deber de soportar (fls. 5-8 cuaderno 1).

1. PRIMERA INSTANCIA

1.1 La demanda

1.1.1 Pretensiones

Con base en los anteriores hechos, la parte actora impetra las siguientes declaraciones y condenas:

PRIMERA:- Se declare que la NACIÓN COLOMBIANA, EL MINISTERIO DE DEFENSA, LAS FUERZAS ARMAS DE COLOMBIA, Y LA POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA, son administrativamente responsables; y deben responder Patrimonialmente, por los daños y perjuicios materiales y morales que sufrieron mis mandantes como consecuencia de la destrucción parcial e imposibilidad de volver a ocupar la vivienda de propiedad de GLORIA PAULINA BELTRÁN GALLÓN, inmueble ubicado en la calle 2ª No. 6-26 de Cravo Norte (Arauca), hechos ocurridos a raíz de las tomas guerrilleras de que fuera objeto la población de Cravo Norte los días trece (13) de abril de 1998, diecinueve (19) de abril de 1999 y ocho (8) de julio de 1999.

SEGUNDA:- Se condene a la NACIÓN COLOMBIANA, AL MINISTERIO DE DEFENSA, LAS FUERZAS ARMAS DE COLOMBIA, Y A LA POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA,  al pago de la suma de CINCUENTA Y SIETE MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y DOS MIL QUINIENTOS PESOS ($57.832.500.oo) MCTE, suma de dinero que deberá ser indexada al momento de la sentencia con el IPC (Índice de Precios al Consumidor) que certifique el DANE, como indemnización pecuniaria por los perjuicios materiales recibidos en los hechos citados en la pretensión primera.

TERCERA:- Se condene a la NACIÓN COLOMBIANA, AL MINISTERIO DE DEFENSA, LAS FUERZAS ARMADAS DE COLOMBIA Y A LA POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA, al pago de una suma de dinero equivalente a un mil (1.000) gramos oro, para cada una de las siguientes personas: GLORIA BELTRÁN al precio que al momento de la sentencia certifique el BANCO DE LA REPÚBLICA para el gramo de oro fino, como indemnización pecuniaria por los perjuicios morales recibidos por mis poderdantes en los hechos arriba enunciados.

Así mismo, los accionantes
 solicitan el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y 1653 del C.C. (fls. 4-5 cuaderno 1).

La parte actora adicionó la demanda en los hechos, las pretensiones y las pruebas. Señaló que, a raíz de las incursiones guerrilleras la señora Gloria Paulina Beltrán se vio obligada a abandonar el municipio de Cravo Norte y “a establecerse en Arauca, en donde se encuentra desempleada y pagando arriendo”. Agregó que “(..) si bien la destrucción de la vivienda fue de carácter parcial, por la violencia de los enfrentamientos la demandante tuvo que dejar abandonada su vivienda, ante la imposibilidad de continuar habitándola y de poder seguir desarrollando la actividad económica de la cual subsistía, cual era la de la taberna discoteca Discovery, que funcionaba en la misma casa de habitación”.

Y, respecto de los perjuicios, la demandante solicitó el reconocimiento también a favor de su hija Johanna Alfonsina Arias Beltrán (fls. 157-158 cuaderno 1).

1.2 La defensa del demandado

Por intermedio de apoderado judicial y dentro del término de fijación en lista, la Nación-Ministerio de Defensa contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones. 

1.2.1 La Policía Nacional adujo que los daños padecidos por los demandantes eran imputables al grupo de personas al margen de la ley que atacaron reiteradamente a la población de Cravo Norte, situación que configura el hecho de un tercero, como causal de exoneración de responsabilidad. Así mismo, solicitó pruebas y de manera especial requirió el traslado del dictamen pericial practicado en la prueba anticipada que adelantó el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, para poder ejercer en relación con el mismo el derecho de contradicción, porque, si bien la pericia se practicó con citación de la entidad, ésta no pudo ejercer en el acto su defensa, en razón del grave peligro que representaba el desplazamiento del apoderado a esa localidad.

En el mismo escrito, la entidad demandada propuso la excepción de caducidad de la acción, pues, en su criterio, la demanda se interpuso por fuera del término señalado en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, como quiera que fue presentada el 6 de diciembre de 2000 y los hechos objeto de la acción resarcitoria se iniciaron el 13 de abril de 1998, lo cual significa que el término vencía el 14 de abril de 2000 (fls. 164-167 cuaderno 1).

1.2.2 Y, el Ejército, por su parte, sostuvo que actuó en cumplimiento de su deber de defender al municipio de los continuos ataques de grupos subversivos. Citó algunos doctrinantes, para quienes la imputación por daño especial no se aplica tratándose de actos de guerra o de terrorismo, dada su anormalidad y porque sería absurdo condenar al Estado porque defiende a la sociedad de sus enemigos. De igual forma, se opuso al reconocimiento de perjuicios morales, como quiera que la pérdida de bienes materiales no puede ser objeto de reparación, dado que las personas no se pueden dejar poseer por las cosas.

En el mismo escrito, la entidad propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, fundada en que la responsabilidad en el sub lite era de la Policía Nacional y, por ende, es a quien le corresponde asumir la reparación del daño, en razón de que el ataque estuvo dirigido contra el comando de policía acantonado en la población de Cravo Norte. Así mismo, propuso la excepción de caducidad de la acción, como quiera que el libelo se presentó por fuera del término, pues la demanda fue presentada el 6 de diciembre de 2000 y la primera incursión guerrillera ocurrió el 13 de abril de 1998.

Solicitó no tener en cuenta la prueba anticipada, practicada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte “(..) toda vez que para dicho dictamen los peritos no acreditan con qué documentos se fundamentaron para evaluar el valor de los bienes muebles e inmuebles y así poder determinar el daño emergente y el lucro cesante” (fls. 140-147 cuaderno 1).
El Ejército contestó la adición de la demanda e insistió en la ausencia de pruebas que soporten los perjuicios solicitados y en la caducidad de la acción (fls. 186-188 cuaderno 1).

1.3 Alegatos de conclusión

1.3.1 Demandante

La parte actora reiteró que en el sub lite se encuentra comprometida la responsabilidad de la parte demandada, con fundamento en la teoría del daño especial. Solicitó, además, tener en cuenta la valoración de los daños realizada en el dictamen pericial practicado en el proceso e insistió en que procede el reconocimiento de perjuicios morales, pues el dolor sufrido por las demandantes quedó establecido (fls. 241-256 cuaderno 1).

1.3.2 Demandado

El Ejército Nacional insistió en que dado que el daño fue causado por un tercero, para el efecto un grupo subversivo, no procede declaración de responsabilidad que las actores reclaman y, a la vez sostuvo que no es del caso aplicar la imputación por daño especial; que la entidad no ha debido ser vinculada a responder y en la caducidad de la acción (fls. 236-240 cuaderno 1).

1.3.3 Ministerio Público

El Procurador 52 Judicial II Administrativo de Arauca solicitó acceder a las súplicas de la demanda, empero solicitó apartarse del dictamen pericial, porque el presentado adolece de falta de fundamentación y denota incongruencias en la valoración de los perjuicios (fls. 257-262 cuaderno 1).

1.4 Sentencia de primera instancia

Mediante sentencia de 15 de noviembre de 2002 el Tribunal Administrativo de Arauca accedió parcialmente a las súplicas de la demanda, exoneró de responsabilidad a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional y desestimó la excepción de caducidad de la acción.

En relación con el fondo del asunto, el a quo consideró que, en los términos del artículo 90 constitucional, la parte demandada debe responder por los perjuicios sufridos por las demandantes, con fundamento en que fueron consecuencia de un ataque dirigido en contra de una entidad que representa la institucionalidad, amén de la respuesta de los agentes del orden que, aunque legítima y necesaria, los afectados no tenía que soportar. Al respecto, el a quo sostuvo: 

En este caso, el ejercicio lícito de una actividad legítima por parte de la administración y el ataque indiscriminado por cuenta de las FARC, fueron los causantes del daño antijurídico que aquí se reclama. Para tal deducción pierde importancia la averiguación de si las armas o el material bélico disparado salió de un arma oficial o de la que portaban los subversivos de las FARC. Posiblemente en circunstancias como las que contiene el proceso, tal indagación deviene muy difícil cuando no imposible. Lo realmente importante, es la producción de un daño antijurídico en ejecución del acto de legítima defensa.

(..)

La actividad desplegada por la fuerza pública era legítima y en beneficio de la comunidad. Pero, como por razón de ella la actora sufrió un daño que desborda y excede los límites que normalmente están obligados a soportar los administrados, la indemnización de los perjuicios debe correr a cargo del Estado.
En relación con los perjuicios, el tribunal encontró acreditada la propiedad de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón sobre el bien inmueble afectado por la toma guerrillera. Consideró que si bien las mejoras no fueron elevadas a escritura pública e inscritas en la oficina de instrumentos públicos, la prueba testimonial y pericial que reposa en el plenario daba cuenta de ello. Agregó que en los términos de la experticia se puede establecer que la casa donde residía la actora con su familia no fue destruida totalmente, pues las paredes, el techo, las puertas y las ventanas solo presentaban daños menores producto de los proyectiles y las ondas explosivas.

Sobre la objeción presentada por la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional al dictamen pericial practicado en la prueba anticipada, el a quo señaló:

En primer lugar, quien lo objeta manifiesta que esta clase de pruebas no pueden practicarse sin la presencia del juez de conocimiento y, que en el evento de realizarse, se iría en contra de la realidad y la certeza de los hechos. Frente a esta primera objeción, se le recuerda al señor apoderado de la Policía Nacional que la práctica de esta prueba no requiere la presencia del juez, salvo en el evento que se decrete la inspección judicial con la experticia de peritos. Como se observa no es esta la prueba que fue decretada en el caso que nos ocupa.

(..)

Es cierto que el primer dictamen pericial realizado dentro de la prueba anticipada presentó un avaluó sin ningún respaldo técnico, estimando el valor del bien en la suma de $50.632.500. Así el bien se hubiera destruido totalmente, éste valor es sencillamente exagerado, más aún si se tiene en cuenta que el inmueble objeto del dictamen solamente recibió algunos daños en las puertas, muros, techo y ventanas, pero que a la fecha en que se practicó dicho expertico se hallaba habitado, según lo afirmado por los señores peritos en su informe a folio 137 del C-2.

En este orden de ideas, el señor juez siendo perito de peritos, valorará este dictamen teniendo en cuenta las especiales circunstancias que rodean el sub lite, con base en el principio de equidad, decidirá acoger o no las sumas determinadas en el peritaje practicado dentro del proceso.
En consonancia con lo anterior, el a quo acogió la estimación de los perjuicios materiales causados al inmueble de propiedad del actor, relacionados con los daños presentados en la estructura de la vivienda, avaluados en la suma de $5 731 289,35, en atención a que “los daños no inhabilitaron la misma y puede ser objeto de reparaciones”. Dicha suma fue compensada con el subsidio de vivienda familiar otorgado al actor por el INURBE, por valor de $6 876 413

En cuanto al local comercial, el tribunal no encontró acreditado que hiciera parte del inmueble y lo mismo ocurrió respecto del establecimiento de comercio denominado “Discovery” y, por ende, de la actividad mercantil, dada la falta de fundamentación de la experticia, en cuanto a la estimación del daño ocasionado por el lucro cesante generado por su cierre.

El a quo denegó, además, el reconocimiento de los perjuicios morales, como quiera que “(..) la jurisprudencia tiene plenamente establecido que tratándose de daños ocasionados a las cosas, aquéllos no se presumen y, por el contrario, tienen que encontrarse plenamente acreditados” (fls. 264-292 cuaderno principal).

2. SEGUNDA INSTANCIA

2.1 Recuso de apelación

Inconforme con la decisión de primera instancia, la parte actora interpone recurso de apelación para que se modifique la sentencia, en el sentido de que se reconozcan los perjuicios materiales denegados por el a quo, se tenga en cuenta la valoración que de los mismos obra en el dictamen pericial que reposa en el actuación y se reconozcan los perjuicios morales causados a los demandantes. 

En relación con la negativa a reconocer el lucro cesante, la demandante sostuvo que el tribunal desconoció las declaraciones extrajuicio que reposan en el plenario, las cuales estiman que la señora Beltrán Gallón, propietaria del establecimiento, percibía una utilidad mensual de $500 000, aunado a que los extractos bancarios dan cuenta del mismo producido. Agrega, que no se explica cómo el a quo no aceptó la valoración de lo dejado de percibir, pues si le parecía insuficiente la prueba allegada al respecto, tenía que liquidar al menos con el salario mínimo legal mensual vigente.

La recurrente sostiene, además, que en la sentencia no se analizó el “(..) eventual canon de arrendamiento que podría percibir la señora Gloria Paulina Beltrán, si tuviese arrendada su vivienda, propiamente dicha, es decir no teniendo en cuenta el local en donde funcionaba la taberna Discovery”. 

En relación con los perjuicios morales, la parte actora puso de presente el desconocimiento del acervo probatorio que obra en el expediente, en atención al desplazamiento al que fueron forzadas las demandantes, situación corroborada por los peritos designados en el proceso, razón por la cual pretende el reconocimiento de 100 salarios.

Por último, solicita la actualización de la condena, con base en el IPC certificado por el DANE (fls. 305-310 cuaderno principal).

2.2 Alegaciones finales

De esta oportunidad hicieron uso las partes, reiterando los argumentos esgrimidos en el transcurso del proceso (fls. 320-334 cuaderno principal).

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1 Competencia

Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia que accedió parcialmente a las pretensiones, dado que la cuantía de la demanda alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988
, para que ésta Sala conozca de la acción de reparación directa en segunda instancia. 

Es de anotar, por otra parte, que en los términos del artículo 115 de la Ley 1395 de 2010
, la Sección Tercera de la Corporación, dado que las sentencias adoptadas en los expedientes radicados con los números 21473, 23819, 23778, 21946, 23774, 22706 y 24250, constituyen precedente en cuanto resuelven la responsabilidad de la administración por los mismos hechos, dispuso la alteración de los turnos para fallo, siempre que se trate de acciones de reparación directa en razón de los atentados terroristas ocurridos en el municipio de Cravo Norte, durante los años 1998 a 2000. 
2.2 Problema jurídico

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 15 de noviembre de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, con miras a determinar los daños materiales causados a los actores en una vivienda de su propiedad, a raíz de las tomas guerrilleras de que fuera objeto la población de Cravo Norte, los días 13 de abril de 1998, 19 de abril y 8 de julio de 1999 y, así mismo, establecer la procedencia de los perjuicios morales solicitados en la demanda.

2.2.1 Cuestión previa

En relación con el traslado de pruebas, el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, dispone:

Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella.

En los términos de la norma, solo las pruebas que cumplan con los requisitos prescritos podrán ser valoradas sin más formalidades. De acuerdo con ello, serán tenidos en cuenta los documentos remitidos por la entidad pública demandada -decretada en tiempo y allegada al plenario por disposición del a quo-, las respuestas de diversas autoridades a los requerimientos del tribunal y los testimonios recibidos en primera instancia con audiencia de la contraparte.

En relación con la prueba anticipada, practicada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, la Sala debe anotar que la inspección judicial y el dictamen pericial, pueden ser valorados en este proceso, pues, si bien el Ejército y la Policía Nacional no asistieron a la diligencia, la Nación fue debidamente citada y notificada para tales efectos, en los términos exigidos por el artículo 300 del Código de Procedimiento Civil
. Además, la documentación fue remitida por el juez de conocimiento mediante oficio n.º 265 de 22 de octubre de 2001 (fls. 4-63 cuaderno 2).

Ahora, en lugar de la solicitud de inspección judicial con intervención de peritos, requerida por la actora, el a quo resolvió decretar una experticia, dentro del proceso, para la valoración de los perjuicios a que alude la demanda (auto de 13 de septiembre de 2001 visible a folios 191-193 cuaderno 1), por tanto, dicha prueba también será tenida en cuenta al momento de analizar la indemnización pretendida por las demandantes.

Debe anotarse, además, que las declaraciones extraproceso que fueron aportadas con la demanda no serán valoradas, en la medida en que se trata de versiones rendidas por terceros con fines judiciales, en relación con los cuales no se observaron los requisitos que para su validez exige el artículo 298 del Código de Procedimiento Civil, ni se surtió su contradicción. 

2.2.2 Daño

En relación con el daño alegado en la demanda, la Sala encuentra que dentro del expediente obra el siguiente material probatorio: 

2.2.2.1 En el proceso está demostrado que la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón es propietaria del inmueble ubicado en la Calle 2ª n.º 6-26, ubicado dentro del perímetro urbano del municipio de Cravo Norte (Arauca), en una extensión de 231 m2, por compra que hiciera a dicho ente territorial. 

En efecto, en el proceso se encuentra la copia auténtica de la escritura pública n.º 1157 de 8 de julio de 1994 de la Notaría Única del Circulo de Arauca, que da cuenta de la celebración de un contrato de compraventa de un lote de terreno entre el Alcalde del municipio de Cravo Norte y la señora Beltrán Gallón, por la suma de $5 775,oo. En dicho instrumento, el bien registra los siguientes linderos:

NORTE, en extensión de 11 metros con calle 2ª; SUR, en extensión de once metros con Pedro González; ORIENTE, en extensión de 21 metros con Gloria Beltrán; OCCIDENTE, en extensión de 21 metros con carrera 6ª y encierra (fls. 123-125 cuaderno 1).

Obra también el original el certificado de libertad y tradición número 410-28635, expedido por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Arauca, en el cual figura inscrita la mencionada escritura (original visible a fl. 122 cuaderno 1). 

De igual forma, en la actuación reposa la certificación expedida por la Tesorería del ente territorial, a cuyo tenor “(..) el establecimiento denominado Taberna Discovery de propiedad de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón, ubicado en la calle 2ª No. 6-26 barrio el Centro, funcionó en esta localidad y pagó sus impuestos hasta el 30 de junio de 1999” (original fls. 95-96 cuaderno 1).

2.2.2.2 Está probado que la construcción levantada en el inmueble antes descrito presentó daños con ocasión de los hechos ocurridos el 19 de abril, el 8 de julio de 1999 y 16 de enero de 2000. Así se acreditó con:

a).- El oficio n.º DA-0119 de 18 de marzo de 2002, mediante el cual el Alcalde del municipio de Cravo Norte informa al a quo que la vivienda de propiedad de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón “(..) fue destruida parcialmente durante los enfrentamientos entre la Fuerza Pública y la guerrilla en los hechos ocurridos el 8 de julio de 1999 y el 16 de enero de 2000. El INURBE mediante Resolución No. 0236 del 8 de mayo de 2001 asignó $6.876.413 para la reconstrucción de su vivienda” (original visible a folios 88-89 cuaderno 2).

b).- De igual forma, la prueba testimonial recibida por el juez comisionado dio cuenta sobre los atentados y los perjuicios que los mismos ocasionaron a las viviendas cercanas al comando de policía del municipio de Cravo Norte, entre ellas la de propiedad de señora Gloria Paulina Beltrán Gallón.

En efecto, la señora Consuelo Quintero Prada afirmó conocer a la señora Gloria Beltrán “de toda la vida (..) ella se crio acá en el municipio, actualmente vive en Arauca porque se encuentra enferma”. Así mismo, dio cuenta de que la actora era propietaria de un inmueble ubicado sobre la carrera 6ª con calle 2ª, en donde residía para la fecha de los hechos y en el que también funcionaba un establecimiento de comercio abierto al público.

La deponente se refirió, además, a los atentados de que fue objeto la estación de policía de la población de Cravo Norte, “con cilindros de gas, ráfagas de galil, granadas, de todo un porquito”, hechos que se presentaron los días 19 de abril y 8 de julio de 1999 y 16 de enero de 2000, a la vez que dijo conocer sobre los hostigamientos presentados el 11 de junio de 1999 y el 13 de diciembre del mismo año.

En relación con los daños que presentó la vivienda de propiedad de la actora, a raíz de los hechos, la testigo manifestó que “(..) fue semidestruida, presentando daños en las puertas, ventanas, los muros, pisos y en general, ya que las paredes y columnas quedaron vencidas, al igual que la taberna que era de su propiedad”. No obstante, luego agregó que la casa había quedado inhabitable y que el  establecimiento del que la actora proveía su sostenimiento quedó totalmente destruido.

La señora Quintero Prada también se refirió a la ocupación temporal de varias viviendas por parte de los miembros de la Policía Nacional, quienes, además, instalaron barricadas y explosivos en las vías públicas adyacentes a la estación de la localidad (fls. 106-107 cuaderno 2).

La señora Lucila del Carmen Mijares, por otra parte, reiteró que la señora Gloria Paulina Beltrán, “por la violencia”, en la actualidad residía en el municipio de Arauca. Además, dio cuenta de la ocurrencia de los atentados dirigidos contra el comando de policía del municipio, del apoyo por parte del Ejército Nacional con “los aviones fantasma y los helicópteros” y de los daños ocasionados a la vivienda de propiedad de la actora en las paredes, muros y ventanas, así como los causados al local comercial. 
La deponente también se refirió a la ocupación temporal de viviendas por parte de los miembros de la Policía Nacional, a la instalación de barricadas y explosivos en las vías públicas de acceso al comando (fls. 108-109 cuaderno 2).

c).- Con el objeto de lograr la identificación y cuantificación de los daños causados a las viviendas de quienes residían en los alrededores de la estación de policía del municipio de Cravo Norte, los damnificados solicitaron la práctica de una prueba anticipada, decretada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, quien ordenó la notificación por despacho comisorio al Gobernador de Arauca, al Comandante de la Brigada 18 del Ejército Nacional y al Comandante del Departamento de Policía de Arauca.
En efecto, mediante escrito presentado ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, a través de apoderado judicial, un grupo de personas damnificadas por los atentados solicitaron “(..) decretar y practicar diligencia de inspección judicial, con intervención de peritos idóneos, designados al efecto por el juzgado en forma legal y con citación y audiencia de la Nación Colombiana y del Ministerio de Defensa (..), las Fuerzas Armadas de Colombia (..) y la Policía Nacional (..), sobre todas y cada una de las viviendas que resultaron destruidas o averiadas a consecuencia de los ataques guerrilleros que sufrió la población de Cravo Norte, los días trece (13) de abril de mil novecientos noventa y ocho (1998), diecinueve (19) de abril de 1999 y ocho (8) de julio de mil novecientos noventa y nueve (1999); lo cual será materia de proceso contencioso administrativo que instauraré contra los citados y que debido al transcurso del tiempo se corre peligro de que se altere su situación”. Se señaló en el memorial que la diligencia tenía como finalidades las de establecer: (i) la dirección, área total del terreno, área construida y linderos generales de cada uno de los inmuebles objeto de la diligencia; (ii) los daños ocasionados a cada uno de esos inmuebles; (iii) el estado de los bienes muebles que hacían parte de los establecimientos de comercio que funcionaban en algunos de ellos y (iv) la verificación de las barricadas y artefactos explosivos instalados por la Policía en esos inmuebles o en sus inmediaciones (fls. 5-8 cuaderno 1).

La diligencia de inspección judicial se llevó a cabo el 1º de marzo de 2000, en la que se identificó la vivienda de la demandante con el número 32 y se indicó que la misma colindaba con el comando de la policía de ese municipio y que presentó los siguientes daños:

La No. 32, propietaria Gloria Paulina Beltrán Gallón, ubicada en la esquina de la calle 2ª con carrera 6ª, inmueble averiado en su techo, paredes, ventanas, puertas, existe una discoteca cerrada por daños en su estructura (fls. 22-43 cuaderno 2).

d).- En el dictamen pericial rendido como prueba anticipada, el cual como ya se señaló, puede ser valorado en este proceso, se determinó el valor de los daños materiales causados a la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón, en los siguientes términos:  

El inmueble quedó parcialmente destruido, presenta daños en la cubierta, muros y su estabilidad estructural, por encontrarse a cuadra y media de la Estación de la Policía Nacional, es de alto riesgo edificar y/o hacer reparaciones en el mismo sector por temor a que se presenten nuevos ataques guerrilleros.

ÁREA DEL TERRENO

Frente: 14,00 mts

Fondo: 20,70 mts

Superficie total del terreno: 227,70 M2

Superficie edificada: 224,70 M2

LINDEROS

Norte: Calle 2ª, 14,00 mts

Sur: Cleotilde Arias, 11,00 mts

Oriente: Lote Baldío, 20,70 mts

Occidente: Carrera 6ª, 20,70 mts

El valor de la vivienda está estimado en cincuenta millones seiscientos treinta y dos mil quinientos pesos ($50.632.500), aproximadamente (fl. 48 cuaderno 1).

De igual forma, en el proceso obra el dictamen pericial decretado por el a quo y practicado en el proceso, en relación con el cual se surtió el traslado a las partes y la entidad pública objetó en oportunidad.

Por disposición del a quo, en el proceso se practicó un dictamen pericial con miras a determinar y valorar los daños ocasionados al bien inmueble de propiedad de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón, en los términos de la demanda, de conformidad con los precios de los materiales en la región y “cada uno se soporta con un análisis unitario que multiplicado por las respectivas cantidades nos arroja el costos de los daños a abril de 2002”. Así, el levantamiento de la planta general de la vivienda ubicada en la calle 2ª n.º 6-26 del barrio Centro en el municipio de Cravo Norte, elaborado por los expertos, arquitecto e ingeniero civil, evidencia que el inmueble, además, contaba con todos los servicios públicos primarios como acueducto, alcantarillado, aseo y energía eléctrica, con el siguiente cuadro de áreas:

Área lote (fuente escritura pública 1157): 231,00 M2

Área real del lote medida en el sitio: 231,00 M2

Área construida vivienda: 100,71 M2

Área construida local: 17,85 M2


Patio: 19,44 M2

Índice de construcción: 51,33

Índice de ocupación: 51,33
Los peritos señalaron que se trataba de un “(..) inmueble esquinero de uso residencial y comercial, localizado en el marco del parque central del municipio, a una cuadra de la estación de policía por la calle 2ª. La construcción en el momento de la visita se encontró estable y funcional (..) su estado de conservación es bueno y se encuentra habitado” (negrillas fuera de texto).

En relación con los daños, los profesionales nombrados dieron cuenta de que fueron ocasionados por los “(..) impactos de proyectiles que afectaron parte de sus acabados, como los pañetes, vidrios, algunas rejas del cerramiento, también parte de la cubierta fue afectada por impactos (..) en algunos casos por balas y otros por la acción de las ondas explosivas”. Al respecto señalaron:

Cubierta: en dos aguas en teja de asbesto cemento, sufriendo daños por impacto de bala, en la visita se constató la avería de ocho tejas número 8 y tres caballetes de asbesto cemento de 15º.

Cielo raso: en listón machihembrado en partillo, el cual fue afectado un área aproximada de cuatro metros cuadrados.

Mampostería: la mampostería en bloque de arcilla, pañetado, muros con vinilo sobre pañetes rústicos y muros interiores pintados sobre estuco. Siendo afectado principalmente el muro sobre la carrera 6ª en un área de 53.00 m2, el cual necesita repararse en su totalidad, incluyendo pañete estuco y pinturas. Se observa otras averías en los muros internos que son superficiales que con resanes se habilitan.

Ventanas: en perfilaría de lámina metálica con reja en tuvo metálico de ¾” con acabados en anticorrosivo y esmalte. Sufrieron daños algunos tubos de las rejas de las ventanas y las rejas de cerramiento, cuantificando el deterioro de 15 ML de tubería de ¾” que deben ser reemplazados.

Los daños ocasionados en la puerta de aluminio del local comercial de un área de 2.60*2.00 que da un área de 5.20 m2, el cual necesita reemplazarse por los daños ocasionados en las diferentes tomas guerrilleras.

Vidrios: cristal de 4 mm, se constató que la totalidad de los vidrios se reventaron por la onda explosiva de los artefactos usados en las tomas guerrilleras, con un área afectada de 26.00 m2.

Bajante de aguas lluvias: se averió bajante de aguas lluvias con un diámetro de 3” en una longitud de 6.95 Ml, necesita ser reemplazado.
Identificados los daños, los peritos procedieron a cuantificarlos de la siguiente forma:

	CUADRO DE PRESUPUESTO

	ITEM
	DESCRIPCIÓN
	UNIDAD
	CANTIDAD
	V. UNITARIO
	V. TOTAL

	1. 1
	Cubierta en asbesto cemento
	
	15,00
	28.152
	422.280

	2. 1.1
	Caballete en asbesto cemento
	M2
	3,00
	20.231
	60.693

	3. 1.2
	Muro en bloque de arcilla No. 5
	M2
	53,00
	27.858
	1.476.474

	4. 1.3
	Estuco y pintura tres capas vinilo
	M2
	53,00
	9.702
	514.206

	5. 2
	Pañete liso en muro
	
	106,00
	10.815
	1.146.390

	6. 2.1
	Resane en muro con mortero
	M2
	1,00
	12.610
	12.610

	7. 3
	Pintura en vinilo sobre pañete 2 manos
	
	53,00
	4.132
	218.996

	8. 3.1
	Vidrio 4 mm
	M2
	26,00
	32.421
	842.946

	9. 3.2
	Bajante de aguas lluvias
	M2
	6,95
	8.261
	57.413,95

	10. 4
	Tubería metálica cuadrada
	
	15,00
	9.194
	137.910

	11. 4.1
	Puerta de aluminio arquitectónico acceso local, incluye cerradura y vidrio
	M2
	5,20
	161.802
	841.370,40

	COSTO TOTAL
	5.731289,35


En relación con los perjuicios causados a los muebles y enseres, los expertos señalaron que no fue posible valorarlos, pues “no se encontraron pruebas materiales de la existencia de los mismos, ni pruebas tangibles que probaran la afectación a algún bien mueble”. 
Sobre el lucro cesante, los peritos dejaron constancia de que en el inmueble “(..) funciona la vivienda más un local comercial con un área de 17.85 M2, en la actualidad se encuentra cerrado. El negocio era una taberna denominada Discovery”. Sobre la producción del establecimiento, dieron cuenta de que “(..) no existen pruebas contables de los ingresos del negocio, por este motivo no es posible realizar un avalúo del lucro cesante, por los ingresos que generaba”. Sin embargo, estimado el perjuicio con base en el salario mínimo mensual legal vigente para la fecha de los hechos, multiplicado por 35 meses, contados desde “la primera toma guerrillera que fue el día 8 de julio de 199 hasta el 8 de junio de 2002”, arrojó la suma de $10 815 000, para un total de $16 546 289,35 (fls. 131-161 cuaderno 2).

2.2.2.3 También está demostrado que los permanentes ataques contra la población y las medidas adoptadas para contrarrestarlos, generaron en los vecinos del lugar condiciones de riesgo que explican el hecho de que los habitantes hubieran abandonado los inmuebles ubicados en cercanías de la estación de policía. Las medidas de protección adoptadas por los agentes de policía fueron observadas en el curso de la inspección anticipada practicada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, en estos términos: 

(..) en las esquinas de la calle 1ª, con carrera 4ª y carrera 6ª, esquina de la calle 2ª, con carrera 4ª y 6ª, como en la esquina de la carrera 5ª, con calle 3ª, frente a la entrada del despacho del Juzgado Promiscuo Municipal, existen barricadas de canecas llenas de arena, trozos de bloques grandes de cemento, palos gruesos, tablas con puntillas; por estos lados no transitan ni siquiera personas, menos vehículos. En varias partes existen bombas con sus cables que van hacia el puesto de policía donde pueden ser activados.

2.2.2.4 Está demostrado que en razón de los hechos y los daños causados al inmueble de propiedad de la actora, la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón y su hija Johanna Alfonsina Arias Beltrán recibieron la suma de $6 876 413,oo, por concepto de subsidio de vivienda familiar. De ello da cuenta la resolución n.º 236 de 18 de mayo de 2001 expedida por el Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana –INURBE- (copia auténtica visible a fls. 98-103 cuaderno 2).

2.2.3 Perjuicios

Establecida la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, mediante decisión solo apelada por la parte actora, la Sala entrará a analizar los argumentos de la alzada, relativos a la indemnización de perjuicios materiales y morales denegados por el a quo.

2.2.3.1 Morales

En la demanda se solicita el pago de una suma de dinero equivalente a un mil (1000) gramos oro, a favor de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón y sus hijas Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán.

Al respecto, la jurisprudencia de la Sala ha considerado que se trata de un daño susceptible de reparación, en la medida en que resulte plenamente acreditado: 

A propósito de los daños morales, la doctrina ha considerado que éstos son “esos dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse solamente como secuela de los daños infligidos a la persona. Que no son entonces daños propiamente dichos, y que por otra parte, constituyen un sacrificio de intereses puramente morales, que justifican una extensión del resarcimiento, esta vez con función principalmente satisfactoria”
.

No obstante, la Sala ha adoptado un criterio más amplio, para considerar que hay lugar a indemnizar todo perjuicio moral, sin importar su origen, inclusive el derivado de la pérdida de bienes materiales o el causado con el incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato, siempre que, como sucede en relación con cualquier clase de perjuicios, aquéllos sean demostrados en el proceso
.
Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento sea fundado, sin que se requiera acreditar ningún requisito adicional. Corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta las condiciones particulares de la víctima y la gravedad objetiva de la lesión. La intensidad del daño es apreciable por sus manifestaciones externas; por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba. Sin embargo, la jurisprudencia puede inferir su existencia en casos como el de la muerte de los parientes más allegados.

En consecuencia, aunque en eventos como el presente, la pérdida de los bienes materiales destinados a la subsistencia o comercialización puede causar perjuicios morales, en el caso concreto no se reconocerán porque éstos no se acreditaron directamente ni se encuentran probados otros hechos de los cuales puedan inferirse tales perjuicios
.

Pero, además de que en la jurisprudencia se admite la indemnización de daños morales por la pérdida de bienes materiales, lo cierto es que, en este caso, más que por la pérdida material del inmueble en sí mismo considerado, el dolor moral tuvo que ver con el desarraigo al que se vieron enfrentados, por haber tenido que abandonar lo que hasta entonces habría sido su hogar.

Del acervo probatorio que reposa en el expediente, la Sala considera que está demostrado que la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón y su familia, a raíz de la situación de orden público reinante en la región y en virtud de los daños que presentó su vivienda y el local comercial donde funcionaba la taberna “Discovery”, se vieron forzadas a desplazarse a otro lugar. 

En efecto, en relación con los daños que presentó la vivienda de propiedad de la actora, a raíz de dichos acontecimientos, la señora Quintero Prada manifestó que “(..) fue semidestruida, presentando daños en las puertas, ventanas, los muros, pisos y en general, ya que las paredes y columnas quedaron vencidas, al igual que la taberna que era de su propiedad”. Agregó que el establecimiento del que la misma proveía su sustento y el de su familia quedó totalmente destruido. Y, la señora Lucila del Carmen Mijares, por otra parte, reiteró que la señora Gloria Paulina Beltrán, “por la violencia”, en la actualidad residía en el municipio de Arauca. Así mismo, los testigos se refirieron a la destrucción total del local comercial de su propiedad, como elemento de trabajo y medio de subsistencia.

En estos términos, la Sala, en atención a las razones antes expuestas, accederá al reconocimiento de la indemnización por el dolor moral que sufrieron las demandantes, quienes acreditaron que residían en el municipio de Cravo Norte, donde tenían su domicilio y local comercial, y se vieron forzados a emigrar de ese lugar al municipio de Arauca, como consecuencia de los recurrentes enfrentamientos armados que se originaban en inmediaciones de su residencia, por los ataques a la estación de policía por parte de grupos subversivos y en razón de las medidas adoptadas por los miembros de la policía que prestaban sus servicios en esa estación, con el fin de hacer frente a esos ataques. 

En consecuencia, esta clase de perjuicios se otorgará a favor de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón y sus hijas Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán, el equivalente a VEINTICINCO (25) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, para cada una de ellas, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia.
De ahí que sobre este aspecto la sentencia de primera instancia será revocada.

2.2.3.2 Materiales. Objeción al dictamen pericial por la entidad demandada

Dentro del término de traslado, la Policía Nacional objetó el dictamen pericial decretado por el a quo dentro del proceso.

Los argumentos esgrimidos por la entidad se fundan en que i) la experticia se rindió sin la presencia del juez, ii) la valoración de los daños causados a la vivienda no se realizó con fundamento en el avalúo catastral de la misma y iii) el lucro cesante no puede estimarse con base en el salario mínimo legal mensual vigente, por cuanto dicha labor le corresponde al juez de conocimiento (fls. 230-231 cuaderno 1).

Al respecto, la Sala encuentra acertada la posición del tribunal a quo, en el sentido de señalar que la elaboración del dictamen pericial no requiere que el juez constate los hechos en que los peritos fundan la experticia, como quiera que se trata de un elemento probatorio independiente de la inspección judicial, aunque nada obsta para que se decreten y practiquen conjuntamente.

En relación con la aplicación del avalúo catastral del inmueble, es de anotar que el mismo no era necesario si se tiene en cuenta que los peritos designados en el proceso debían valorar, en el marco del objeto de la prueba, los perjuicios causados al inmueble y no su valor por pérdida total, de conformidad con el precio de los materiales necesarios para reparar los daños, vigentes para la fecha y en atención al mercado de la región.

En relación con la estimación del lucro cesante con base en el salario mínimo legal mensual vigente, la Sala acogerá la forma de liquidarlo, tal y como se realizó en el precedente judicial de 21 de marzo de 2012, exp. 21473
. 

En consecuencia, no prospera la objeción formulada al dictamen por la parte demandada.  

2.2.3.2.1 Daño emergente
a).- Por los daños ocasionados a la vivienda

En relación con el daño emergente, la Sala encuentra que existen dos valoraciones distintas, una realizada anticipadamente y la otra en el curso de la primera instancia. Primeramente, los peritos concluyeron que el inmueble de propiedad de la señora Gloria Beltrán presentaba daños en la cubierta y en los muros y que afectaban su estructura, razón por la cual estimaron que el valor de los perjuicios correspondía al valor de la vivienda, estimada en la suma de $50 632 500. Y, en el segundo dictamen, los expertos verificaron daños en la cubierta, el cielo raso, la mampostería, las ventanas y en las bajantes de aguas lluvias, perjuicios cuantificados en la suma de $5 731 289,35, con la anotación de que la vivienda presentaba un estado de conservación estable y funcional, a tal punto de establecer que se encontraba habitada al momento de realizar la visita.

Lo anterior, sin que se conozca que la construcción fue reparada, luego del primer experticio.

Aunado a lo anterior, es de anotar que la prueba testimonial dio cuenta de que la vivienda de propiedad de la actora no fue destruida totalmente, pues sólo presentaba daños en las paredes, las ventanas y los pisos.

En efecto, la señora Consuelo Quintero Prada afirmó que la vivienda “(..) fue semidestruida, presentando daños en las puertas, ventanas, los muros, pisos y en general, ya que las paredes y columnas quedaron vencidas, al igual que la taberna que era de su propiedad”. No obstante y sin ninguna justificación, agregó que la casa había quedado inhabitable. Y, la señora Lucila del Carmen Mijares sostuvo que los daños se presentaron en las paredes, muros y ventanas. 

En consecuencia, la Sala concluye que la residencia de la señora Beltrán Gallón estaba en condiciones de habitarse, previa la realización de las reparaciones locativas a que había lugar, de conformidad con el dictamen pericial practicado en el proceso. Por tanto, acreditados los daños causados a la estructura física del inmueble, plenamente identificados y valorados en abril de 2002 por los peritos designados en el proceso, por la suma de $5 731 289, se deberá restar el valor otorgado a la actora por el INURBE, por la suma de $6 876 413, por concepto de subsidio familiar de vivienda, tal y como lo realizó el a quo en la sentencia impugnada.

En relación con los perjuicios sufridos en razón de la pérdida de muebles y enseres, la Sala no reconocerá responsabilidad, como quiera que no fue demostrada la causación del daño. Efectivamente, los expertos señalaron que no fue posible realizar la valoración, como quiera que “no se encontraron pruebas materiales de la existencia de los mismos, ni pruebas tangibles que probaran la afectación a algún bien mueble”. 

b).- Lucro cesante
Sobre el lucro cesante, los peritos dejaron constancia de que el local comercial donde funcionaba la taberna “Discovery” se encontraba cerrado y pusieron de presente los daños ocasionados, al tiempo que “(..) no existen pruebas contables de los ingresos del negocio, por este motivo no es posible realizar un avalúo del lucro cesante, por los ingresos que generaba”, razón por la que lo hicieron con base en el salario mínimo mensual legal vigente para la fecha de los hechos, multiplicado por 35 meses, contados –según los peritos- desde “la primera toma guerrillera que fue el día 8 de julio de 1999 hasta el 8 de junio de 2002”, cuyo resultado arrojó la suma de $10 815 000. Total daños: $16 546 289,35 (fls. 131-161 cuaderno 2).

Al respecto, la Sala encuentra que la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón no acreditó que poseía un establecimiento en el que ejercía actividad comercial, aunado a que el local ubicado en el inmueble de su propiedad, al igual que éste, sufrió daños considerables. 

En este sentido de la prueba testimonial, documental y pericial se colige la existencia del establecimiento “Discovery”, taberna que dejó de operar a causa del estado del local comercial, a raíz de las tomas guerrilleras.

Es por lo anterior, que la Sala estima que se acreditó que la señora Beltrán Gallón tenía una actividad económica productiva, sin que se tenga certeza sobre el monto al que ascendían las ganancias por la explotación económica de ese negocio, razón por la cual y acudiendo a razones de equidad se presume que por lo menos recibía por su actividad el salario legal mínimo, es decir $566 700, suma que se incrementará en un 25%, por prestaciones sociales, para un monto de $708 375, la cual se reconocerá por el término de seis (6) meses tiempo que se estima como prudencial para que el demandante retomara el ejercicio de una actividad económica. 

La liquidación se realizará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1

        i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $708 375

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 6 meses

S= $708 375  (1 + 0.004867)6   - 1                   S= $4 302 301            

                   0.004867        

Sin condena en costas por no aparecer causadas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”

R E S U E L V E

MODIFICAR la sentencia de 15 de noviembre de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca y, en su lugar se dispone:

PRIMERO.- DECLARAR administrativamente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por los daños ocasionados en la vivienda de propiedad de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón, como consecuencia de las incursiones guerrilleras a la población de Cravo Norte durante los días 19 de abril y 8 de julio de 1999, así como de 16 de enero de 2000, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este fallo.

SEGUNDO.- Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar a favor de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón y sus hijas Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán, el equivalente a VEINTICINCO (25) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, para cada una de ellas, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia.
TERCERO.- CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar a favor del señor Víctor Julio Anaya Galvis, la suma de CUATRO MILLONES TRESCIENTOS DOS MIL TRESCIENTOS UN PESO MCTE ($4 302 301), por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante. 

CUARTO.- EXONERAR de responsabilidad a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

QUINTO.- NEGAR el reconocimiento del daño emergente pretendido por la actora, por compensación. 

SEXTO.- Dese cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y 115 del C.P.C. Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Presidente de la Subsección
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Magistrada

RUTH STELLA CORREA PALACIO

Magistrada
� La entidad pública demandada también apeló la sentencia, pero no la sustentó, por lo que el a quo, mediante auto de 13 de mayo de 2003, declaró desierto el recurso (fl. 317 cuaderno principal).


� En el proceso reposa la copia auténtica de los registros civiles de nacimiento de Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán, en los que consta que son hijas de la señora Gloria Paulina Beltrán Gallón (fls. 92-93 cuaderno 1).


� En el acápite de la designación de las partes, en la demanda se identifican como demandantes a las señoras Gloria Paulina Beltrán Gallón, Johanna Alfonsina y Dolka Luz Dary Arias Beltrán (fl. 5 cuaderno 1), no obstante no aparecer en el acápite correspondiente a las pretensiones.





� El 6 de diciembre de 2000 la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia era de $26 390 000 -artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el Decreto 597/88- y la mayor de las pretensiones de la demanda fue estimada por el actor en $57 832 500.oo, por concepto de perjuicios materiales.





� “Artículo 115 Ley 1395 de 2010. Facúltese a los jueces, tribunales, altas cortes del Estado, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos Seccionales de la Judicatura para que cuando existan precedentes jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de la Constitución Política, el artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4º de la Ley 169 de 1896, puedan fallar o decidir casos similares que estén al Despacho para fallo sin tener que respetar el turno de entrada o de ingreso de los citados procesos, conforme a lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998”.





� El artículo 300 del Código de Procedimiento Civil modificado por modificado por el Decreto 2282 de 1989, establece que “con citación de la presunta contraparte o sin ella, podrá pedirse como prueba anticipada la práctica de inspección judicial sobre personas, lugares, cosas o documentos que hayan de ser materia de un proceso, cuando exista fundado temor de que el transcurso del tiempo pueda alterar su situación o dificultar su reconocimiento. Podrá pedirse dictamen de peritos, con o sin inspección judicial, siempre que se cite para ello a la persona contra quien se pretende hacer valer esa prueba”. 





� RENATO SCOGNAMIGLIO. El daño moral. Contribución a la teoría del daño extracontractual. traducción de Fernando Hinestrosa, Bogotá, Edit. Antares, 1962. pág. 46.





� Sentencia del 24 de septiembre de 1987, exp. 4039. C.P. Jorge Valencia Arango.





� Sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. AG-520012331000200200226-01. C.P. Ricardo Hoyos Duque. Posición reiterada en sentencia de 21 de marzo de 2012, M.P. Ruth Stella Correa Palacio, exp. 24250, entre otras providencias relacionadas con los hechos de los atentados del municipio de Cravo Norte (Arauca).





� M.P. Ruth Stella Correa Palacio.








